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EXP. N° 4402-9-23 
PROGRAMA NACIONAL DE ALIMENTACIÓN ESCOLAR QALI WARMA – COMITÉ DE COMPRA 
SAN MARTÍN 3 v. PERUNIC DEL ORIENTE S.A.C. 
 

LAUDO ARBITRAL 
 

 
DEMANDANTE: PROGRAMA NACIONAL DE ALIMENTACIÓN ESCOLAR 

QALI WARMA – COMITÉ DE COMPRA SAN MARTÍN 3 (en 
adelante, QALI WARMA) 

 
DEMANDADO: PERUNIC DEL ORIENTE S.A.C. (en adelante, el 

CONTRATISTA) 
 
TIPO DE ARBITRAJE: Institucional y de Derecho 
 
TRIBUNAL ARBITRAL:  GONZALO GARCÍA CALDERÓN MOREYRA (Presidente) 
 JUAN MANUEL BANDA BARRIONUEVO 
  ALICIA VELA LÓPEZ 
  
SECRETARÍA ARBITRAL: GUSTAVO CARHUAPOMA MORALES 
 Secretario Arbitral del Centro de Análisis y Resolución de 

Conflictos de PUCP 
 

 
DECISIÓN No. 13 
 
En la ciudad de Lima, a los diez (10) días del mes de diciembre del año dos mil veinticuatro, el Tribunal 
Arbitral, luego de haber realizado las actuaciones arbitrales de conformidad con la ley y las normas 
establecidas, escuchados los argumentos sometidos a su consideración y deliberando en torno a las 
pretensiones planteadas en la demanda arbitral, dicta el siguiente laudo para poner fin, por decisión 
de las partes, a la controversia puesta a conocimiento y juicio de este Tribunal Arbitral. 
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1. EL CONVENIO ARBITRAL: 
 
Se encuentra contenido en la Cláusula Vigésimo Segunda del Contrato No. 0002-2019-CC-SAN 
MARTIN 3/PRODUCTOS, suscrito entre las partes el 17 de enero de 2019: 
 

 

 
 
Conforme a dicha cláusula el presente arbitraje es organizado y administrado por el Centro de Análisis 
y Resolución de Conflictos de la Pontificia Universidad Católica del Perú conforme el Reglamento de 
Arbitraje PUCP 2017 (en adelante, el Reglamento PUCP) y en forma supletoria el Decreto Legislativo 
No. 1071, decreto legislativo que norma el arbitraje (en adelante, la LEY DE ARBITRAJE). 
 
2. CONSTITUCIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL: 
 
El abogado Juan Manuel Banda Barrionuevo fue designado árbitro por QALI WARMA, mientras que 
la abogada Alicia Vela López fue designada árbitro por el CONTRATISTA. Ambos profesionales, de 
mutuo acuerdo, designaron al abogado Gonzalo García Calderón Moreyra como presidente del 
Tribunal Arbitral, el mismo que aceptó el encargo encomendado, quedando constituido el Colegiado.  
 
3. RESUMEN DE LAS ACTUACIONES ARBITRALES: 
 
Mediante Decisión No. 1 de fecha 12 de setiembre de 2023, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
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Mediante Decisión No. 2 de fecha 18 de octubre de 2023, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
 

 
 
Mediante Decisión No. 3 de fecha 6 de noviembre de 2023, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
 

 
 
Mediante Decisión No. 4 de fecha 3 de enero de 2024, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
 

 
 
Mediante Decisión No. 5 de fecha 15 de febrero de 2024, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
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Mediante Decisión No. 6 de fecha 4 de marzo de 2024, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
 

 

 
 
Mediante Decisión No. 7 de fecha 18 de marzo de 2024, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
 

 
 
Mediante Decisión No. 8 de fecha 11 de abril de 2024, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
 

 
 
Mediante Decisión No. 9 de fecha 25 de abril de 2024, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
 

 
 
Mediante Decisión No. 10 de fecha 19 de julio de 2024, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
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Mediante Decisión No. 11 de fecha 26 de agosto de 2024, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
 

 
 
Mediante Decisión No. 12 de fecha 28 de octubre de 2024, el Tribunal Arbitral dispuso lo siguiente: 
 

 
 
4. SOBRE LOS GASTOS ARBITRALES: 
 
Mediante comunicación de secretaría arbitral, se efectuó la liquidación de los gastos arbitrales, la cual 
fue asumida íntegramente por QALI WARMA, la misma que comprende los costos por la formulación 
de la demanda, según determinación de la tasa administrativa del Centro y los honorarios 
profesionales del Tribunal Arbitral realizada el 1 de agosto de 2023, según lo siguiente: 

 
 

Concepto Monto 

Honorarios del Tribunal Arbitral S/  16,252.00 neto más impuesto de ley 

Gastos Administrativos del Centro S/    6,732.00 más IGV. 

TOTAL S/  22,984.00 neto más impuestos de ley. 
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5. CUESTIONES CONTROVERTIDAS: 
 

Mediante Decisión No. 5 de fecha 15 de febrero de 2024, se determinaron las cuestiones 
controvertidas del presente arbitraje, derivadas del escrito de demanda y contestación de fecha 12 de 
octubre y 4 de diciembre de 2023, conforme a lo siguiente: 
 

● Primera Cuestión Controvertida (referida a la primera pretensión principal de la demanda): 
Determinar si corresponde o no declarar el consentimiento de la resolución contractual por 
causa imputable a PERUNIC comunicada mediante Carta No. 076-2021-CC SAN MARTIN 3 
de fecha 30.09.21. 
 

● Segunda Cuestión Controvertida (referida a la segunda pretensión principal de la 
demanda): Determinar si corresponde o no declarar la invalidez, ineficacia, nulidad, 
inexistencia y/o se deje sin efecto la resolución contractual comunicada mediante Carta No. 
068-2022 PERUNIC DEL ORIENTE SAC recepcionada con fecha 26.09.2022. 
 

● Tercera Cuestión Controvertida (referida a la tercera pretensión principal de la demanda): 
Determinar si corresponde o no ordenar la ejecución y/o pago de la garantía de fiel 
cumplimiento como consecuencia del consentimiento de la resolución contractual. 
 

● Cuarta Cuestión Controvertida (referida a la cuarta pretensión principal de la demanda): 
Determinar si corresponde o no ordenar a PERUNIC el pago de los costos y costas del 
arbitraje, consistentes en los honorarios profesionales del Tribunal y los gastos administrativos 
del Centro. 
 

6. POSICIONES DE LAS PARTES: 
 
Demanda de QALI WARMA. - 
Mediante escrito de demanda de fecha 12 de octubre de 2023, QALI WARMA formuló las siguientes 
pretensiones: 
 



Exp. 4402-9-23 

7	

Primera Pretensión Principal: Que, se declare el consentimiento de la resolución contractual 

por causa imputable al contratista comunicada mediante Carta No. 076-2021-CC SAN 

MARTIN 3 de fecha 30.09.21. 

 

Segunda Pretensión Principal: Que, se declare la invalidez, ineficacia, nulidad, inexistencia 

y/o se deje sin efecto la resolución contractual comunicada mediante Carta No. 068-2022 

PERUNIC DEL ORIENTE SAC recepcionada con fecha 26.09.2022. 

 

Tercera Pretensión Principal: Que, el Tribunal Arbitral ordene la ejecución y/o pago de la 

garantía de fiel cumplimiento como consecuencia del consentimiento de la resolución 

contractual. 

 

Cuarta Pretensión Principal: Se ordene al demandado el pago de los costos y costas del 

arbitraje, consistentes en los honorarios profesionales del Tribunal Arbitral y los gastos 

administrativos del Centro. 

 

Respecto a las tres primeras pretensiones, QALI WARMA refiere que su posición no esta dirigida a 
que se valide el procedimiento de resolución contractual, ni mucho menos que se verifique que el 
incumplimiento del CONTRATISTA se dio o si este es imputable, sino que se determine que la 
resolución contractual efectuada por su representada este consentida y se deje sin efecto la resolución 
contractual efectuada por el CONTRATISTA y proceda a ordenar la ejecución de la garantía. 
 
Ciertamente, QALI WARMA refiere que la ampliación de la resolución contractual por causa imputable 
al CONTRATISTA fue notificada a esta parte con Carta Notarial No. 076-2021-CC SAN MARTIN 3, el 
plazo para solicitar un arbitraje en cuanto a esta controversia venció el 25 de octubre de 2021, por lo 
que al no haberse planteado solicitud de arbitraje alguna, esta resolución quedó consentida. 
 
A partir de ello, QALI WARMA sostiene que el día 26 de octubre de 2021, la resolución del CONTRATO 
se encontraba consentida, por lo que la decisión del CONTRATISTA de resolver el CONTRATO 
mediante Carta No. 068-2022 PERUNIC DEL ORIENTE S.A.C. no tiene efecto por pretender resolver 
un CONTRATO ya resuelto, de modo que debe declararse la invalidez, ineficacia, nulidad, inexistencia 
y/o dejar sin efecto la última resolución contractual efectuada por el CONTRATISTA. 
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De otro lado, en relación a la garantía de fiel cumplimiento, la cláusula duodécima del CONTRATO 
regula que al estar consentida la resolución contractual, de conformidad con dicha cláusula solicita 
que se ordene la ejecución y/o pago de la garantía de fiel cumplimiento a favor de QALI WARMA. Por 
otro lado, sobre la cuarta pretensión principal, QALI WARMA solicita que su contraparte asuma la 
totalidad de los gastos arbitrales, en virtud de las razones jurídicas que le asisten. 
 
Contestación de la Demanda del CONTRATISTA. - 
 
Mediante escrito del 4 de diciembre de 2023, el CONTRATISTA cumplió con contestar la demanda, 
señalando respecto a la primera pretensión principal que su representada no reconoce haber recibido 
la comunicación resolutiva, máxime si en el tenor de la razón consignada por el Notario Público 
encargado del diligenciamiento se indica que se devolvió al remitente el original y cargo. 
 
Sin perjuicio de ello, tras revisar que se anexó al proceso arbitral, momento en que recién tomó 
conocimiento de la misma, dicha comunicación se refiere a la ampliación de fundamentos para la 
resolución del CONTRATO, el mismo que se encontraba siendo ventilada en arbitraje, y no que se 
pretendía resolver el CONTRATO en base a una nueva causal o nuevo documento resolutivo. 
 
En lo que respecta a la segunda pretensión principal, el CONTRATISTA refiere que procedió a resolver 
el CONTRATO por imposibilidad de la prestación, decisión que fue comunicada a la Entidad al haber 
quedado consentido el laudo arbitral anterior, la cual no fue objetada por la Entidad ni tampoco acudió 
a la vía arbitral para someterlo a controversia, quedando entonces consentida dicha decisión. 
 
En lo que respecta a la tercera pretensión principal, el CONTRATISTA refiere que contrariamente a lo 
señalado por la Entidad, la carta fianza debería ser devuelta a su representada al haberse declarado 
resuelto el CONTRATO en mérito a la comunicación notarial remitida el 26 de setiembre de 2022 
donde se declaró resuelto el CONTRATO sin responsabilidad para ninguna de las partes. 
 
De ahí que, una vez que sea declarado improcedente o infundadas las pretensiones, corresponde que 
se proceda a devolver la mencionada carta fianza al no haber obligaciones que cubrir. 
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En lo que respecta a la cuarta pretensión principal, el CONTRATISTA refiere que al haberse iniciado 
el presente arbitraje sin justificación, corresponde que su contraparte asuma los gastos arbitrales. 
 
POSICIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL:  
 
Cuestiones Preliminares. - 

 
Antes de entrar a analizar la materia controvertida puesta a conocimiento y juicio de este Tribunal 
Arbitral, resulta pertinente confirmar lo siguiente: 
 
i) Que, el Tribunal Arbitral se constituyó de conformidad con las disposiciones establecidas en el 

CONTRATO y la LEY DE ARBITRAJE. 
ii) Que, en ningún momento se interpuso recusación contra el Tribunal Arbitral o se efectuó algún 

reclamo contra las reglas del presente proceso. 
iii) Que, QALI WARMA presentó su escrito de demanda dentro de los plazos dispuestos, ejerciendo 

plenamente su derecho al debido proceso. 
iv) Que, el CONTRATISTA cumplió con contestar la demanda dentro del plazo dispuesto para ello, 

ejerciendo su derecho de contradicción en este proceso. 
v) Que, las partes tuvieron plena oportunidad para ofrecer y actuar todos sus medios probatorios, y 

en todo momento ejercer su derecho a la defensa. 
 
Asimismo, el Tribunal Arbitral deja constancia de que las cuestiones controvertidas que han sido 
fijadas podrán ser ajustadas, reformuladas y/o analizadas en el orden que considere pertinente para 
resolver las pretensiones planteadas por QALI WARMA, sin que el orden empleado o el ajuste genere 
nulidad de ningún tipo y sin que exceda en la materia sometida a arbitraje.  
 
En cuanto a las pruebas, el Tribunal Arbitral expresa que los medios probatorios deben tener por 
finalidad acreditar los hechos expuestos por las partes, producir certeza en el Tribunal Arbitral respecto 
a las cuestiones controvertidas y fundamentar las decisiones, conforme a los principios generales de 
la prueba; necesidad, originalidad, pertinencia y utilidad de la prueba. 
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Para tal efecto, es necesario precisar que constituye un principio general de todo proceso, el de la 
carga de la prueba. Dicha norma elemental de lógica jurídica en materia de probanza se encuentra 
recogida en nuestro ordenamiento jurídico en el artículo 196º del Código Procesal Civil, norma que 
establece literalmente lo siguiente: 
 

“Artículo 196.- Carga de la prueba 

Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien afirma hechos que 

configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos”. 
 
Asimismo, el Tribunal Arbitral hace notar que, de conformidad con lo establecido en las reglas del 
proceso, este Colegiado tiene la facultad de determinar, de manera exclusiva, la admisibilidad, 
pertinencia y valor de las pruebas ofrecidas, estando en concordancia con lo establecido en el artículo 
43 del Decreto Legislativo 1071, Ley que norma el arbitraje en el Perú. 
 
Ello ha sido resaltado por HINOJOSA SEGOVIA, cuando se ha indicado que “(…) la actividad 
probatoria en el arbitraje ofrece una serie de peculiaridades respecto del proceso civil; (…) Los árbitros 
han de pronunciarse sobre la pertinencia y admisibilidad de los medios probatorios, pero no vienen 
vinculados por las peticiones de las partes…” (Sentencia de fecha 30/11/87) (1) 
 
Siendo ello así, el Tribunal Arbitral pasa a analizar los argumentos vertidos por las partes, así como la 
valoración de los medios probatorios que obran en el expediente. 
 
Análisis. - 
 
PRIMERO.  
 
En primer lugar, es preciso señalar que el proceso arbitral se deriva de las controversias surgidas del 
Contrato No. 0002-2019-CC-SAN MARTIN 3/PRODUCTOS para la prestación del servicio alimentario 
en la modalidad productos por parte del CONTRATISTA a favor de los usuarios de QALI WARMA de 

 
1 HINOJOSA SEGOVIA, Rafael. “El Recurso de Anulación contra los Laudos Arbitrales (Estudio Jurisprudencial)”. Editorial 
Revista de Derecho Privado / Editoriales de Derecho Reunidas S.A. Madrid. España. 1991. Pág. 309. 
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los niveles Inicial, Primaria y Secundaria (de corresponder) del ítem HUICUNGO, según las 
especificaciones, características y cantidades establecidas en los anexos que se detallan. 
 
En tal sentido, siendo que el proceso de compra del CONTRATO no se encuentra enmarcado dentro 
de la normativa de la contratación pública, la legislación aplicable a dicho negocio jurídico es la 
legislación civil, la cual se aplicará supletoriamente a aquello que las partes hayan pactado en el 
CONTRATO, de conformidad con los términos establecidos en la cláusula vigésimo primera del 
CONTRATO: 
 

“Cláusula Vigésimo Primera: Marco Legal del Contrato 
El presente Contrato se rige por el Manual del Proceso de Compras y las Bases Integradas del 
Proceso de Compras aprobados por el PNAEQW. Las partes acuerdan que, en defecto o vacío 
de las reglas o normas establecidas, se puede aplicar supletoriamente las disposiciones 
emitidas por el PNAEQW para su regulación especial y, las disposiciones del Código Civil, en 
tanto no contradiga o se oponga a la normativa del PNAEQW. 

 
En atención a lo anterior, la base jurídica para amparar los considerandos de este laudo y evaluar las 
cuestiones controvertidas del presente proceso arbitral, se encuentra constituida por las disposiciones 
del CONTRATO, el Manual del Proceso de Compras y las Bases Integradas del Proceso de Compras 
aprobados por QALI WARMA, y supletoriamente, las disposiciones del Código Civil, de conformidad 
con la cláusula vigésimo primera del CONTRATO. 
 
SEGUNDO. 
 
Tomando en consideración el marco jurídico antes expuesto, corresponde al Tribunal Arbitral analizar 
las cuestiones controvertidas fijadas en la Decisión No. 5 de fecha 15 de febrero de 2024, empezando 
esta labor de análisis por la primera y tercera cuestión controvertida derivadas de la primera y tercera 
pretensión principal de la demanda, respectivamente, ambas formuladas por QALI WARMA, esto por 
estar vinculadas a la misma cuestión controvertida, el consentimiento de la resolución del CONTRATO: 
 

● Primera Cuestión Controvertida (referida a la primera pretensión principal de la demanda): 
Determinar si corresponde o no declarar el consentimiento de la resolución contractual por 
causa imputable a PERUNIC comunicada mediante Carta No. 076-2021-CC SAN MARTIN 3 
de fecha 30.09.21. 
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● Tercera Cuestión Controvertida (referida a la tercera pretensión principal de la demanda): 
Determinar si corresponde o no ordenar la ejecución y/o pago de la garantía de fiel 
cumplimiento como consecuencia del consentimiento de la resolución contractual. 

 
Como se advierte, QALI WARMA pretende fundamentalmente que se declare el consentimiento de la 
resolución del CONTRATO efectuada por su representada por no haber sido cuestionada por el 
CONTRATISTA en su oportunidad y en mérito a que se declare dicho consentimiento, que se ordene 
la ejecución y/o pago de la garantía de fiel cumplimiento. Como se advierte, en puridad, la tercera 
cuestión controvertida se encuentra sujeto a la eventualidad de lo que se disponga en la primera. 
 
En ese sentido, para efectos de resolver este extremo de la controversia suscitada, este Colegiado 
estima pertinente analizar, en primer término, (i) la obligación que habria incumplido el CONTRATISTA 
y si este es imputable a su representada, (ii) si la resolución contractual se ajustó al procedimiento 
previsto en el CONTRATO y (iii) el plazo previsto en el CONTRATO para efectos de que el 
CONTRATISTA pueda cuestionar la resolución contractual efectuada por QALI WARMA. 
 
De acuerdo con los términos del CONTRATO suscrito, la Entidad decidió contratar los servicios del 
CONTRATISTA con el propósito de que este último preste el servicio alimentario en la modalidad de 
productos a favor de los usuarios de QALI WARMA de los niveles de Inicial, Primaria y Secundaria del 
ítem Huicungo, según las especificaciones, características y cantidades establecidas en los anexos 
que se detallan en la cláusula segunda del CONTRATO suscrito entre las partes. 
 
De acuerdo con la cláusula novena del CONTRATO, el CONTRATISTA se encontraba obligado a 
cumplir una serie de obligaciones, entre las cuales se encontraba presente, por ejemplo, el 
cumplimiento de lo dispuesto en el Manual de Proceso de Compras, las Bases Integradas del Proceso 
de Compra y sus anexos, formatos y documentos normativos emitidos por QALI WARMA para el 
Proceso de Compra, de conformidad con el numeral 9.1 de la mencionada cláusula del CONTRATO: 
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Precisamente, de acuerdo con el literal h) del artículo 156 del Manual del Proceso de Compras, así 
como el literal e) del artículo 3.9 de las Bases Integradas, se regula la obligación del CONTRATISTA 
de no presentar documentación falsa y/o adulterada para cualquier trámite o etapa de ejecución del 
CONTRATO, aspecto que se encuentra igualmente regulado y concordado con el literal e) de la 
cláusula décimo séptima del CONTRATO, como se advierte a continuación: 
 

  
 
Como se desprende en el literal e) de la cláusula Décimo Séptima del CONTRATO, QALI WARMA se 
encontraba facultada para resolver el CONTRATO en el supuesto que se determine que el 
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CONTRATISTA presente documentación falsa y/o documentos adulterados, así como la 
documentación de la información registrada en los aplicativos informáticos de QALI WARMA para 
cualquier trámite y/o durante la etapa de postulación y/o firma y/o ejecución del CONTRATO. 
 
En este caso, mediante Carta No. 132-2019-CC SAN MARTIN 3 de fecha 23 de julio de 2019, QALI 
WARMA notificó al CONTRATISTA su decisión de resolver el CONTRATO por haber presentado 
documentación con firma adulterada en el acta de entrega y recepción de productos, controversia que 
fue analizada y resuelta en el proceso arbitral signado bajo expediente No. 457-2019-CCL, 
concluyendo que dicha decisión debía ser revocada dado que no estaba acreditada la falsificación: 
 

 
 
Sin embargo, mediante Carta No. 076-2021-CC SAN MARTIN, QALI WARMA comunicó al 
CONTRATISTA la ampliación de sus fundamentos para resolver el CONTRATO por haber adulterado 
documentación basada en la falsificación de la firma de María Elizabeth Calle Huayama, la cual no fue 
materia de análisis en el proceso antes mencionado, por considerar que se trataba de una causal de 
resolución contractual distinta a la consignada en la Carta No. 132-2019-CC SAN MARTIN 3: 
 

 
 
Al respecto, al momento de contestar la demanda, se advierte que el CONTRATISTA no ha 
cuestionado los aspectos de fondo de la Carta No. 076-2021-CC SAN MARTIN, por el contrario su 
posición ha estado dirigida a cuestionar el procedimiento, además de indicar que no se trataba de una 
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nueva causal de resolución contractual, sino que al tratarse de una ampliación de sus fundamentos 
para decidir la resolución del CONTRATO, entonces debió ser analizada por el Tribunal anterior. 
 
Sin embargo, a criterio de este Colegiado, la causal invocada en la Carta No. 076-2021-CC SAN 
MARTIN es distinta a la alegada en la Carta No. 132-2019-CC SAN MARTIN 3, dado que se denuncia 
la falsificación de la firma de la señora María Elizabeth Calle Huayama, persona distinta a la 
consignada en la Carta anterior, razón por la cual este Colegiado considera que se trató de una nueva 
resolución y no de una ampliación de los fundamentos de la Entidad para resolver el CONTRATO. 
 
A partir de ello, este Colegiado concluye que una de las obligaciones que debía cumplir el 
CONTRATISTA para efectos de evitar que el CONTRATO quede resuelto por una causa imputable a 
su representada era no presentar documentación falsa y/o adulterada durante la ejecución del 
CONTRATO, causal que no ha sido refutada por el CONTRATISTA en este proceso, pues únicamente 
ha cuestionado la formalidad de la notificación de la Carta No. 076-2021-CC SAN MARTIN. 
 
TERCERO. 
 
En relación al procedimiento para efectuar la resolución del CONTRATO, de acuerdo con la cláusula 
décimo séptima del CONTRATO, se dispuso que operaba automáticamente, según lo siguiente: 
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Como se advierte, el CONTRATO había previsto que QALI WARMA debía comunicar al 
CONTRATISTA que había decidido valerse de alguna de las causales previstas en la cláusula décimo 
séptima del CONTRATO para efectos de resolver el CONTRATO, decisión que además debía 
efectuarse por conducto notarial, aspecto que fue realizado por la Entidad a través de la Carta No. 
076-2021-CC SAN MARTIN del 30 de setiembre de 2021, como se advierte a continuación: 
 

 
 
Como se advierte, QALI WARMA cumplió con remitir al CONTRATISTA una comunicación notarial por 
la que puso en conocimiento de este del ejercicio de la resolución y los fundamentos que le llevaron a 
tomar tal decisión, de esta manera, el envío de esta comunicación notarial tenía como propósito dar 
por finalizada la relación jurídico contractual, dado que QALI WARMA había advertido que el 
CONTRATISTA había incurrido en una causal de resolución expresa en el CONTRATO. 
 
Sin embargo, un aspecto que llama la atención de este Colegiado es que el envío de esta 
comunicación no cumplió con su finalidad que era justamente la de notificar formalmente al 
CONTRATISTA de que había incurrido en una causal de resolución contractual, pues como el propio 
Notario Público lo certifica en el reverso del documento, decidió devolver esta comunicación en original 
a su remitente, dado que su contraparte se había negado a recibir esta comunicación: 
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Al respecto, es preciso señalar que para efectos de que se entienda recibida una carta notarial, 
conforme lo regula el Decreto Legislativo No. 1049 – Decreto Legislativo del Notariado, el Notario 
Público debe dejar constancia de la entrega del documento, esto con el fin de lograr su finalidad que 
es obtener una auténtica notificación, o en todo caso dejar constancia de las circunstancias del 
diligenciamiento, entendidas como las acciones que informan, aun así, la ocurrencia de lo primero: 
 

De la certificación de entrega de cartas notariales 
Art. 100.- Definición 
El notario certificará la entrega de cartas e intrumentos que los interesados le soliciten, a la 
dirección del destinatario, dentro de los límites de su jurisdicción, dejando constancia de su 
entrega o de las circunstancias de su diligenciamiento en el duplicado que devolverá a los 
interesados. 

 
De este modo, se certifica la entrega de la carta que le solicite el interesado en la dirección del 
destinatario, dejando constancia de dicha actuación, o en su defecto, deberá precisar las 
circunstancias de su diligenciamiento en el duplicado que devolverá al interesado, es decir, el original 
debe ser entregado al destinatario o se deja constancia de las circunstancias que, de ser el caso, se 
entiende notificado el mismo, por ejemplo cuando se entrega a un tercero encontrado en el domicilio. 
 
En este caso, atendiendo que en la certificación notarial de la Carta No. 076-2021-CC SAN MARTIN, 
el Notario Público se constituyó en el domicilio del CONTRATISTA estipulado en el CONTRATO para 
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efectos de comunicar la resolución del CONTRATO, pero que, el referido documento no fue 
recepcionado, ello implica que el diligenciamiento notarial quedó frustrado, máxime si el documento 
original fue devuelto a QALI WARMA, viciando de este modo el procedimiento de notificación. 
 
A partir de ello, siendo que QALI WARMA no ha cumplido con el procedimiento de notificación regulado 
en la cláusula décimo séptima del CONTRATO para efectos de notificar formalmente su decisión de 
resolver el CONTRATO, en base a la causal detectada por esta parte, en este caso, la falsificación de 
la firma de María Elizabeth Calle Huayama, corresponde que dicha decisión carezca de efectos 
jurídicos, no pudiendo entenderse resuelto el CONTRATO por parte de QALI WARMA. 
 
En ese sentido, dado que este Colegiado ha corroborado que el procedimiento de resolución del 
CONTRATO no se ha cumplido por no haberse formalmente puesto en conocimiento del 
CONTRATISTA de esta decisión, carece de objeto que el Tribunal Arbitral pase a analizar el plazo que 
contaba el CONTRATISTA para poder cuestionar dicha decisión y tener por consentida la misma, pues 
la misma nunca surtió sus efectos jurídicos al no haber sido debidamente diligenciada. 
 
CUARTO. 
 
Sobre la tercera pretensión principal, QALI WARMA ha solicitado que se ejecute y/o pague la garantía 
de fiel cumplimiento como consecuencia del consentimiento de la resolución contractual. Al respecto, 
conforme a la cláusula undécima del CONTRATO, el CONTRATISTA previo a la suscripción del 
CONTRATO entregó una garantía de fiel cumplimiento por el 10% del valor del adjudicado ítem con 
una vigencia de treinta (30) días calendarios posteriores a la culminación de la ejecución contractual. 
 
Al respecto, es preciso señalar que la garantía de fiel cumplimiento cumple una doble función: 
compulsiva y resarcitoria. Es compulsiva pues se pretende obligar al CONTRATISTA a que cumpla 
sus obligaciones contractuales, de lo contrario se le imputan penalidades y en su caso se ejecutan las 
garantías presentadas, y es resarcitoria, pues se pretende a través de su ejecución indemnizar a QALI 
WARMA por los daños y perjuicios ocasionados por el incumplimiento del CONTRATO. 
 
Precisamente, la cláusula duodécima del CONTRATO dispone que QALI WARMA esta facultado para 
ejecutar la garantía de fiel cumplimiento, a solo requerimiento, cuando “la resolución del Contrato por 
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causa imputable al PROVEEDOR haya quedado consentida de acuerdo a lo establecido en el segundo 

párrafo del numeral 163 del Manual del Proceso de Compras vigente o, cuando por laudo arbitral 

consentido y ejecutoriado se declare procedente la decisión de resolver el contrato”.  
 
En este caso, dado que el Tribunal Arbitral ha concluido que la resolución del CONTRATO comunicada 
mediante Carta No. 076-2021-CC SAN MARTIN no ha quedado consentida por no haberse cumplido 
con el procedimiento de comunicación formal previsto en el CONTRATO, corresponde que este 
Colegiado desestime la tercera pretensión principal, y en consecuencia, se determina que no se debe 
ejecutar y/o pagar la garantía de fiel cumplimiento en base a lo solicitado por QALI WARMA. 
 
Siendo así, el Tribunal Arbitral concluye que la primera y tercera pretensión principal de la demanda 
formulada por QALI WARMA deben ser desestimadas por las razones antes expuestas. 
 
QUINTO. 
 
Luego de haber analizado y resuelto la primera y tercera cuestión controvertida del proceso arbitral, 
corresponde a este Colegiado analizar y resolver la segunda cuestión controvertida del proceso: 
 

● Segunda Cuestión Controvertida (referida a la segunda pretensión principal de la 
demanda): Determinar si corresponde o no declarar la invalidez, ineficacia, nulidad, 
inexistencia y/o se deje sin efecto la resolución contractual comunicada mediante Carta No. 
068-2022 PERUNIC DEL ORIENTE SAC recepcionada con fecha 26.09.2022. 
 

En relación a esta segunda cuestión controvertida, el Tribunal Arbitral advierte que QALI WARMA 
pretende que se deje sin efecto la resolución contractual comunicada por el CONTRATISTA, toda vez 
que a criterio de la Entidad, la resolución efectuada por su representada se encontraba consentida, no 
pudiendo, en consecuencia, resolverse un contrato que ya había sido resuelto anticipadamente. 
 
Al respecto, es preciso señalar que la resolución de un CONTRATO se materializa una vez que la 
parte requerida recibe la comunicación donde su contraparte, en este caso, la parte afectada, le 
informa de la decisión de resolver el mismo, por lo que a partir de ese momento, el CONTRATO deja 
de surtir efectos jurídicos y por tanto, las partes contratantes dejan de estar vinculadas. 
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Sobre este punto, es preciso citar a De La Puente y Lavalle2, quien menciona lo siguiente: “(…) la 

resolución deja sin efecto la relación jurídica patrimonial, la convierte en ineficaz, de tal manera que 

ella deja de ligar a las partes en el sentido que ya no subsiste el deber de cumplir las obligaciones que 

la constituyen ni, consecuentemente, ejecutar las respectivas prestaciones” 
 
Por su partel, García de Enterría3 señala que la resolución contractual “(…) es una forma de extinción 

anticipada del contrato actuada facutativamente por una de las partes, cuya función consiste en 

salvaguardar su interés contractual como defensa frente al riesgo de que quede frustrado por la 

conducta de la otra parte”. (Subrayado agregado) 
 
En virtud de lo anterior, se advierte que si una de las partes resuelve debidamente un contrato, es 
decir, siguiendo el procedimiento y cumpliendo los requisitos y formalidades previstas en el 
CONTRATO, no cabe la posibilidad de que su contraparte efectúe una nueva resolución respecto del 
mismo contrato, puesto que para entonces, la relación jurídica ya se encontraría extinta. 
 
En este caso, atendiendo que la Carta No. 076-2021-CC SAN MARTIN no ha quedado consentida por 
no haberse cumplido con el procedimiento de notificación formal previsto en el CONTRATO, 
consecuentemente se entiende que la decisión de QALI WARMA de resolver el CONTRATO en base 
a la causal sustentada en dicha comunicación notarial no ha operado para el CONTRATISTA. 
 
De ahí que, de haberse comunicado la resolución del CONTRATO por parte del CONTRATISTA 
mediante Carta No. 068-2022 PERUNIC DEL ORIENTE SAC, se trata de una decisión posible de ser 
efectuada y que no puede ser dejada sin efecto en base al sustento alegado por QALI WARMA, pues 
para entonces, el CONTRATO aun mantenía su vigencia y sus efectos jurídicos para las partes. 
 
Siendo así, el Tribunal Arbitral concluye que la segunda pretensión principal de la demanda formulada 
por QALI WARMA debe ser desestimada por las razones antes expuestas. 
 
SEXTO. 

 
2 De la Puente y Lavalle, Manuel. El contrato en general – Comentarios a la Sección Primera del Libro VII del Código Civil, 
Tomo I, Lima: Palestra Editores S.R.L., 2001, pág. 455. 
3 García de Enterría, Eduardo. Curso de Derecho Administrativo I, reimpresión 2001, Madrid: Civitas, 2001, Pág. 750. 
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Luego de haber analizado y resuelto las tres primeras cuestiones controvertidas derivadas de la 
primera, segunda y tercera pretensión principal de la demanda formulada por QALI WARMA, 
corresponde al Tribunal Arbitral analizar los aspectos relacionados a la distribución o condena de 
costos y costas del proceso arbitral, los mismos que además han sido solicitados por QALI WARMA 
como cuarta pretensión principal de su demanda arbitral: 
 

● Cuarta Cuestión Controvertida (referida a la cuarta pretensión principal de la demanda): 
Determinar si corresponde o no ordenar a PERUNIC el pago de los costos y costas del 
arbitraje, consistentes en los honorarios profesionales del Tribunal y los gastos administrativos 
del Centro. 

 
Ciertamente, al haberse emitido un pronunciamiento respecto de las pretensiones principales de la 
demanda, corresponde al Tribunal Arbitral pronunciarse sobre la forma de distribución de las costas y 
costos del proceso. Así, es preciso señalar que, de la revisión del convenio arbitral, no se verifica 
disposición alguna en torno a la distribución de los gastos arbitrales, de manera que este Colegiado 
considera adecuado remitirse a lo dispuesto en el artículo 70 de la LEY DE ARBITRAJE: 
 

“Artículo 70.- Costos 
El tribunal arbitral fijará en el laudo los costos del arbitraje. Los costos del arbitraje 
comprenden: 
a. Los honorarios y gastos del tribunal arbitral. 
b. Los honorarios y gastos del secretario. 
c. Los gastos administrativos de la institución arbitral. 
d. Los honorarios y gastos de los peritos o de cualquier otra asistencia requerida por el tribunal 
arbitral. 
e. Los gastos razonables incurridos por las partes para su defensa en el arbitraje. 
f. Los demás gastos razonables originados en las actuaciones arbitrales.” 

 
DE TRAZEGNIES THORNE, comentando el artículo 70 de la LEY DE ARBITRAJE, señala una 
distinción entre costos del arbitraje propiamente dicho y gastos de defensa legal: 

 
“Los costos del arbitraje pueden ser clasificados en dos grandes categorías generales. En 
primer lugar, los costos del procedimiento arbitral o los costos del arbitraje “propiamente 
dichos”. Estos incluyen los honorarios y gastos de los árbitros, los costos administrativos de 
la institución arbitral u honorarios del secretario, los costos de la Entidad nominadora, si la 
hubiera, y los costos de los peritos designados de oficio por el Tribunal Arbitral. En segundo 
lugar, pueden identificarse los gastos de defensa de las partes, es decir, los gastos en que 
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cada parte tuvo que incurrir para presentar su caso ante el Tribunal Arbitral. Mediante este 
listado, el artículo 70 ha incorporado como costos del arbitraje, sujetos a las reglas contenidas 
en el artículo 73, a ambas categorías. Los conceptos contemplados en los incisos a), b), c), d) 
constituyen costos del procedimiento arbitral a costos del arbitraje propiamente dichos, 
mientras que el inciso e) se refiere a los gastos de defensa incurridos por las partes (…)4” 

 
Del mismo modo, de acuerdo con el numeral 1 del artículo 73 de la LEY DE ARBITRAJE, aplicable de 
manera supletoria al presente caso, se dispone a la letra lo siguiente: 

 
Artículo 73.- Asunción o distribución de costos 
“El Tribunal Arbitral tendrá en cuenta a efectos de imputar o distribuir los costos del arbitraje, 
el acuerdo de las partes. A falta de acuerdo, los costos del arbitraje serán de cargo de la 
parte vencida. Sin embargo, el Tribunal Arbitral podrá distribuir y prorratear estos costos entre 
las partes, si estima que el prorrateo es razonable, teniendo en cuenta las circunstancias del 
caso”. (énfasis agregado) 
 

Como se observa, de conformidad con el artículo 73 de la LEY DE ARBITRAJE, aplicable de manera 
supletoria al presente proceso, el reparto de los gastos arbitrales se efectúa teniendo en cuenta -en 
primer orden- el acuerdo que las partes hayan asumido al respecto, pero a falta de acuerdo, se dispone 
que dichos gastos son de cargo de la parte vencida, en virtud del principio de vencimiento objetivo, 
pudiendo este Colegiado distribuir y prorratear el pago de estos costos entre las partes. 

 
En ese sentido, considerando que no existe acuerdo previo entre las partes acerca de la distribución 
de los gastos arbitrales, corresponde que los costos del proceso arbitral sean de cargo de la parte 
vencida. A partir de ello, siendo que el Tribunal Arbitral no ha coincidido con la postura de QALI 
WARMA pues la demanda formulada por esta parte ha sido desestimada en su totalidad, este 
Colegiado considera que debe condenarse a esta parte al pago exclusivo de los gastos arbitrales. 
 
En tal sentido, siendo que, en el presente caso, QALI WARMA ha cumplido con cancelar la totalidad 
de la liquidación de honorarios profesionales del Tribunal Arbitral y de la secretaría arbitral del Centro 
de Arbitraje, como se ha dejado constancia en el cuarto apartado de este laudo, no corresponde que 
se ordene al CONTRATISTA que reembolse concepto alguno a favor de la Entidad, debiendo cada 
una de las partes asumir los gastos que involucraron a sus respectivas defensas legales y técnicas. 

 
4 De Trazegnies Thorne, Carolina. “Comentario al artículo 70 de la Ley Peruana de Arbitraje”. En: Comentarios a la Ley 
Peruana de Arbitraje. Soto Coaguila, Carlos Alberto y Bullard Gonzáles, Alfredo (Coordinadores). Tomo II. Lima: Instituto 
Peruano de Arbitraje, 2010, p. 788. 
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8. DECISIÓN. - 
 
Finalmente, el Tribunal Arbitral deja constancia de que en la elaboración de este laudo ha analizado 
todos los argumentos de defensa expuestos por las partes y ha examinado todos y cada uno de los 
medios probatorios aportados al proceso, de acuerdo a las reglas de la sana crítica y al principio de 
libre valoración de la prueba; y que el sentido de su decisión es el resultado de ese análisis y de su 
convicción sobre la controversia puesta a su conocimiento y juicio. 

 
En atención a ello y siendo que el Tribunal Arbitral no representa los intereses de ninguna de las partes 
y ejerce el cargo con estricta imparcialidad y absoluta discreción, así como que en el desempeño de 
sus funciones ha tenido plena independencia y no ha estado sometido a orden, disposición o autoridad 
que menoscabe sus atribuciones, gozando del secreto profesional, el Tribunal Arbitral LAUDA EN 
DERECHO de la siguiente manera: 
 
PRIMERO: DECLARAR INFUNDADA en todos sus extremos la demanda formulada por QALI 
WARMA, de acuerdo a las consideraciones expuestas en el presente laudo. 
 

SEGUNDO: DISPONER que los gastos arbitrales sean asumidos íntegramente por QALI WARMA, 
DEBIENDO ambas partes asumir los gastos de sus respectivas defensas legales y técnicas. 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

_____________________________________ 

GONZALO GARCÍA CALDERÓN MOREYRA 
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